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SENTENCIA N.° 355-16-SEP-CC

CASO N.° 2106-15-EP

CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR

I. ANTECEDENTES

Resumen de admisibilidad

Tanya Elizabeth López Quezada, por los derechos que representa de la compañía
importadora de vehículos y repuestos IMVERESA S. A., presentó acción
extraordinaria de protección en contra de la sentencia dictada el 30 de noviembre
de 2015 a las 08:59 por la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la
Corte Nacional de Justicia dentro del recurso de casación N.° 0407-2012.

Según lo establecido en el artículo 13 del Reglamento de Sustanciación de
Procesos de Competencia de la Corte Constitucional, la Secretaría General el 17
de diciembre de 2015, certificó que en relación a la presente acción, no se ha
presentado otra demanda con identidad de objeto y acción, sin embargo deja
constancia para los fines pertinentes, que la presente causa tiene relación con el
caso N.° 1013-14-EP, que se encuentra resuelto.

La Sala de Admisión de la Corte Constitucional, conformada por las juezas
constitucionales Pamela Martínez Loayza, Wendy Molina Andrade y Roxana
Silva Chicaiza, mediante auto dictado el 19 de enero de 2016 a las 10:47, admitió
a trámite la acción extraordinaria de protección N.° 2106-15-EP.

En virtud del sorteo realizado por el Pleno de la Corte Constitucional, en sesión
ordinaria del 3 de febrero de 2016, correspondió la sustanciación de la presente
causa al juez constitucional Patricio Pazmiño Freiré. Mediante memorando N.°
0175-CCE-SG-SUS-2016, el secretario general de la Corte Constitucional,
remitió la causa N.° 2106-15-EP, al despacho del juezsustanciador.

Mediante Resolución N.° 004-2016-CCE, adoptada por el Pleno del Organismo
el 8 de junio de 2016, se designó a la abogada Marien Segura Reascos como
jueza constitucional, y se dispuso que todos los procesos que se encontraban en
conocimiento del juez constitucional, doctor Patricio Pazmiño Freiré, pasen a^
conocimiento de la jueza constitucional.
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En razón de lo señalado, la jueza constitucional mediante providencia del 19 de
octubre del 2016, avocó conocimiento de la presente causa y dispuso se notifique
con el contenido de la demanda y esta providencia a los jueces de la Sala
Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia, a fin
de que dentro del término de cinco días presenten un informe respecto de los
hechos y argumentos expuestos en la demanda, al director regional del Servicio
de Rentas Internas del Litoral Sur, al procurador general del Estado y a la
legitimada activa en la casilla constitucional y judicial señalada para el efecto.

Decisión judicial impugnada

La decisión judicial que se impugna es la sentencia dictada el 30 de noviembre
de 2015 a las 8:59, por la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la
Corte Nacional de Justicia, dentro del recurso de casación N.° 0407-2012, la cual
en lo principal estableció:

CORTE NACIONAL DE JUSTICIA:

SALA ESPECIALIZADA DE LO CONTENCIOSO TRIBUTARIO

PONENTE: DRA. MAGALY SOLEDISPA

Quito, lunes 30 de noviembre del 2015, las 08h59.-
VISTOS: UNO.- [...] 4.3.2.3. Por lo expuesto, le correspondía al tribunal de instancia
reconocer la procedencia de la aplicación del art. 17 del Código Tributario por parte de
la administración tributaria, en la determinación practicada, al tenor de lo dispuesto
adicionalmente por los arts. 68 y 91 del Código Tributario, que son objeto de
impugnación. 4.4. Indebida aplicación del primer inciso y número 1 del art. 10 de la Ley
de Régimen Tributario Interno.- 4.4.1. La indebida aplicación parte del supuesto de que
la norma, estando vigente, no está llamada a solucionar el caso [...] Tanto el inciso
primero como el número 1 del art. 10 de la Ley de Régimen Tributario Interno, son
mencionados en la sentencia y en ellos se fundamenta el tribunal para resolver en el
sentido que lo ha hecho, por lo que corresponde establecer si su aplicación en la
resolución del caso fue debida o indebida, como sostiene la autoridad recurrente. 4.4.2.
Según la administración tributaria no se debió aplicar la norma porque las deducciones
que han servido para generar rentas, esto con respecto al primer inciso del art. 10 de la
Ley de Régimen Tributario Interno; y, con respecto al número 1 de la citada norma,
sostiene que tampoco es aplicable, porque las glosas no se establecieron por la validez o
invalidez de los documentos, sino porque no tienen sustancia económica. 4.4.2.1.
Respecto al inciso primero del art. 10 de la Ley de Régimen Tributario Interno, el cargo
no se lo analiza porque ello entrañaría analizar la prueba actuada para determinar si se
generó o no rentas con dichos gastos, lo cual es improcedente al amparo de la causal
primera. 4.4.2.2. En relación con el número 1, el cargo es complementario con los
anteriores y completa la proposición jurídica de la impugnación planteada, pues, la falta
de aplicación de los arts. 17, 68 y 91 del Código Tributario, lleva implícita la aplicación
indebida de otra norma u otras normas que a su vez, sí informaron la resolución judicial,
que en este caso, es justamente el art. 10, número 1 de la Ley de Régimen Tributario.
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Interno. 4.5. La sala advierte sin embargo que, en forma indebida, la administración
tributaria ha procedido a efectuar el recargo del 20% sobre el principal de la
determinación, aplicando retroactivamente el art. 90, reformado del Código Tributario,
que rige a partir del 2008, conforme lo estableció la resolución del pleno de la Corte
Nacional de Justicia, de 4 de mayo de 2011, publicada en el Registro Oficial 471 de 16
de junio de 2011, y que no es aplicable por tanto, al ejercicio fiscal 2007. DECISIÓN:
Por las consideraciones expuestas, la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de
la Corte Nacional de Justicia, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DEL
PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR, POR AUTORIDAD DE LA
CONSTITUCIÓN YLAS LEYES DE LA REPÚBLICA, acepta el recurso de casación
propuesto por la autoridad tributaria y confirma las glosas por "Gastos de
mantenimiento y Reparaciones", "Otros gastos locales" y "Compras netas locales de
bienes no producidos por la sociedad" contenidas en el acta de determinación no.
0920110100198 por impuesto a la renta del año 2007 de la compañía IMVERSA
IMPORTADORA DE VEHÍCULOS Y REPUESTOS S.A., y ratificadas en la
resolución administrativa no. 109012011RREC026204, pero dejan sin efecto el recargo
del 20% de la obligación contenida en dicha acta, conforme se explica en el punto 4.5
de esta sentencia.

Antecedentes del caso concreto

El 20 de octubre de 2011, Tanya Elizabeth López Quezada, por los derechos que
representa de la compañía importadora de vehículos y repuestos IMVERESA S.
A., presentó demanda contenciosa tributaria en contra del director regional del
Servicio de Rentas Internas del Litoral Sur impugnando el acto administrativo
constante en la Resolución N.° 109012011RREC026204 del 5 de octubre de
2011.

Esta acción correspondió ser conocida por el Tribunal Distrital de lo Fiscal N.° 2
con sede en Guayaquil, Segunda Sala, el cual mediante sentencia dictada el 27 de
abril del 2012 a las 10:07 resolvió: "... Declara parcialmente con lugar la
demanda de Impugnación contra la Resolución Administrativa No.
109012011RREC026204 de fecha 5 de octubre del 2011 relacionada con el
Impuesto a la Renta del año 2007, dictada por parte del Director Regional del
Servicio de Rentas Internas del Litoral Sur...".

El economista Juan Miguel Aviles Murillo, en calidad de director regional
Litoral Sur del Servicio de Rentas Internas, el 21 de mayo de 2012, interpuso
recurso de casación. El Tribunal Distrital de lo Fiscal N.° 2 con sede en
Guayaquil, Segunda Sala, mediante auto dictado el 29 de mayo de 2012, calificó
como inadmisible el recurso de casación interpuesto, decisión contra la cual el
Servicio de Rentas Internas interpuso recurso de hecho.

Av 1? rls? Ontuhm N1R-114 v
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Mediante sentencia emitida el 4 de junio de 2014, la Sala de lo Contencioso
Tributario de la Corte Nacional de Justicia dictó sentencia en la cual resolvió "...

Se acepta el recurso de casación interpuesto y se declara la validez de la
Resolución No. 109012011RREC026204 de 5 de octubre de 2011 emitida por el
Director Regional Litoral Sur del Servicio de Rentas Internas...". Tanya
Elizabeth López Quezada por los derechos que representa de la compañía
importadora de vehículos y repuestos IMVERESA S. A., presentó acción
extraordinaria de protección.

La Corte Constitucional del Ecuador signó a la causa con el N.° 1013-14-EP, y
mediante sentencia dictada el 25 de marzo de 2015, resolvió declarar la
vulneración de derechos constitucionales y aceptar a trámite la acción
extraordinaria de protección planteada, disponiendo como medidas de reparación
integral dejar sin efecto la sentencia dictada por la Sala Especializada de lo
Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia, y disponiendo que otra
Sala conozca y resuelva el recurso extraordinario de casación.

En cumplimiento de la sentencia constitucional, la Sala Especializada de lo
Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia mediante sentencia

emitida el 30 de noviembre de 2015, resolvió aceptar el recurso de casación
propuesto por la autoridad tributaria.

Argumentos planteados en la demanda

La accionante en su demanda de acción extraordinaria de protección en lo
principal manifiesta que:

En la resolución de 30 de noviembre de 2015 dictada por la Sala Especializada
de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia, bajo el parámetro
de interpretar la esencia de la norma tributaria - artículo 17 del Código
Tributario-, no lo hace en su real dimensión y alcance, y realizando una
revalorización de la prueba, desconocen la soberanía jurisdiccional de la Segunda
Sala del Tribunal Distrital de lo Fiscal, artículo 273 inciso segundo del Código
Tributario, manifestando que a su criterio, la administración tributaria está
facultada legalmente a verificar que la esencia de los negocios jurídicos que
subyacen a los elementos formales tengan el sustento conceptual y aunque, pueda
haberse probado el cumplimiento de los requisitos formales para que el gasto
imputable sea deducible, los elementos de juicio aportados por la administración
conducen a concluir que el gasto cuestionado no guarda relación razonable con el
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ingreso de la empresa, casando la sentencia expedida por el Tribunal Distrital de
lo Fiscal N.° 2 con sede en Guayaquil.

En tal virtud reitera la accionante que la Sala no podía revalorizar la prueba
actuada en el proceso, por lo que debía respetar el criterio jurisdiccional del
tribunal de instancia. De igual forma, precisa que se vulnera su derecho al debido
proceso cuando la Corte Nacional de Justicia acepta el recurso de casación
propuesto por la autoridad tributaria y confirma las glosas por gastos de
mantenimiento y reparaciones, otros gastos y compras netas locales de bienes no
producidos por la sociedad, vulnerando sus derechos al revalorar la prueba, lo
cual desconoce las amplias facultades que le competen a la Segunda Sala del
Tribunal Distrital de lo Fiscal N.° 2 de Guayaquil, vulnerando el derecho a la
seguridad jurídica, por cuanto: "La Constitución es clara en señalar que la
Seguridad Jurídica requiere no solo que existan leyes claras y públicas sino que
ESTAS SE APLIQUEN por las autoridades competentes".

Además, la accionante agrega que la resolución impugnada no es motivada, en
razón de que conforme se desprende del artículo 76 numeral 7 literal 1 de la
Constitución y artículo 130 numeral 4 del Código Orgánico de la Función
Judicial, una motivación no es suficiente con la enunciación de los antecedentes
de hecho y con los fundamentos de derecho, entonces es indispensable que se
explique de tales normas al hecho concreto. En el caso de la decisión judicial
impugnada alega que esto no se observa, puesto que los jueces se limitan a
exponer que se ha aplicado indebidamente el hecho generador, desconociendo el
debido alcance de la norma prevista en el artículo 17 y 273 del Código
Tributario.

Derechos constitucionales presuntamente vulnerados

La accionante en lo principal emite argumentaciones dirigidas a identificar como
derechos constitucionales vulnerados, el derecho al debido proceso en la garantía
de la motivación y el derecho a la seguridad jurídica, consagrados en los artículos
76 numeral 7 literal1y 82 de la Constitución de la República, respectivamente.

Pretensión concreta

La pretensión concreta de la accionante respecto de la vulneración de sus
derechos es la siguiente:

... por lo que se pide y SOLICITA que se declare la NULIDAD de la sentencia expedida dentro
el Recurso de Casación y que los señores Jueces de la Corte Constitucional dicten una nueva
resolución aplicando al principio de imparcialidad, derechos inobservado por los señores Jueces

Av. 12 de Octubre N16-114 v oasaie Nicolás Jiménez
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de la Corte Nacional de Justicia Sala de lo Contencioso Tributario, ya que por DOS
OCASIONES SE VULNERAN los derechos Fundamentales, por lo que se hace necesario que
adoptando medidas pertinentes para asegurar la reparación integral derivadas de las vías de
hecho que vulneran los Derechos fundamentales, confirmen la sentencia expedida por la
Segunda Sala del Tribunal Distrital de lo Fiscal con sede en Guayaquil...

Contestación a la demanda

Legitimados pasivos

De la revisión del expediente constitucional se desprende que los legitimados
pasivos no han cumplido con la disposición de presentar el informe respecto de
los hechos y argumentos expuestos en la demanda, ordenada por la jueza
constitucional sustanciadora mediante providencia del 19 de octubre de 2016.

II. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS DE LA CORTE

CONSTITUCIONAL

Competencia

El Pleno de la Corte Constitucional es competente para conocer y pronunciarse
sobre las acciones extraordinarias de protección propuestas contra sentencias,
autos definitivos y resoluciones con fuerza de sentencia, de conformidad con lo
previsto en los artículos 94 y 437 de la Constitución de la República, en
concordancia con lo previsto en los artículos 63 y 191 numeral 2 literal d de la
Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, y de
acuerdo con el artículo 3 numeral 8 literal c y tercer inciso del artículo 46 de la
Codificación del Reglamento de Sustanciación de Procesos de Competencia de la
Corte Constitucional.

Legitimación activa

La accionante se encuentra legitimada para presentar esta acción extraordinaria
de protección, en virtud de cumplir con el requerimiento establecido en el
artículo 437 de la Constitución de la República del Ecuador que dispone: "Los
ciudadanos de forma individual o colectiva podrán presentar una acción
extraordinaria de protección contra sentencias, autos definitivos y resoluciones
con fuerza de sentencia..."; y del contenido del artículo 439 ibídem, que dice:
"Las acciones constitucionales podrán ser presentadas por cualquier ciudadana o
ciudadano individual o colectivamente"; en concordancia con el artículo 59 de la
Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.
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Naturaleza jurídica de la acción extraordinaria de protección

Como ya se lo ha señalado en reiterados pronunciamientos, la Corte
Constitucional, por medio de la acción extraordinaria de protección, se
pronunciará respecto a dos cuestiones principales: la vulneración de derechos
constitucionales o la violación de normas del debido proceso. En este orden,
todos los ciudadanos, en forma individual o colectiva, podrán presentar una
acción extraordinaria de protección en contra de sentencias, autos y resoluciones
que pongan fin a procesos, en los que se hayan vulnerado derechos reconocidos
en la Constitución; mecanismo previsto para que la competencia asumida por los
jueces esté subordinada a los mandatos del ordenamiento supremo y ante todo,
respeten los derechos de las partes procesales.

La acción extraordinaria de protección procede exclusivamente en contra de
sentencias, autos definitivos o resoluciones con fuerza de sentencia en los que,
por acción u omisión, se haya violado el debido proceso u otros derechos
constitucionales reconocidos en la Constitución, una vez que se hayan agotado
los recursos ordinarios y extraordinarios dentro del término legal, a menos que la
falta de interposición de estos recursos no fuera atribuible a la negligencia de la
persona titular del derecho constitucional vulnerado, conforme lo previsto en el
artículo 94 de la Constitución de la República.

Determinación de los problemas jurídicos

En virtud de las argumentaciones expuestas en la demanda de acción
extraordinaria de protección, la Corte Constitucional establece los siguientes
problemas jurídicos a ser resueltos:

1. La decisión judicial impugnada ¿vulneró el derecho constitucional a la
seguridad jurídica previsto enel artículo 82 de la Constitución de la República?

2. La decisión impugnada ¿vulneró el derecho constitucional al debido proceso
en la garantía de la motivación, previsto en el artículo 76 numeral 7 literal 1de la
Constitución de la República?

Resolución de los problemas jurídicos

1. La decisión judicial impugnada ¿vulneró el derecho constitucional a la
seguridad jurídica previsto en el artículo 82 de la Constitución de la
República?

La Constitución de la República en el artículo 82 consagra el derecho a la
seguridad jurídica, estableciendo: "El derecho a la seguridad jurídica se

Av. 12 de Octubre N16-114 y pasaje Nicolás Jiménez
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fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas jurídicas
previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades competentes".

Del análisis de la disposición constitucional citada, se desprende que la seguridad
jurídica inicia por establecer como su fundamento el respeto a la Constitución, la
cual se constituye en la Norma Suprema dentro del modelo constitucional
vigente, de igual forma garantiza la certeza jurídica al establecer la obligación de
la aplicación de normas jurídicas previas, claras y públicas por parte de las
autoridades competentes.

La Corte Constitucional del Ecuador en cuanto a la seguridad jurídica en la
sentencia N.° 009-16-SEP-CC dictada dentro del caso N.° 1053-15-EP estableció

que:

El derecho a la seguridad jurídica tiene como fundamento esencial otorgar certeza y
confianza ciudadana respecto a la aplicación de las normas que integran el
ordenamiento jurídico vigente en tanto, ello permite que toda persona pueda predecir
con seguridad cuál será el procedimiento o tratamiento al que se someterá un caso en
particular. Por lo tanto, en función de la seguridad jurídica, las autoridades en general y
especialmente aquellas investidas de potestad jurisdiccional, están en la obligación
principal de respetar la Constitución de la República y adicionalmente garantizar la
aplicación de la norma jurídica prevista dentro del ordenamiento jurídico, tal y como se
establece en el artículo 82 de la Norma Suprema1.

En igual sentido, la Corte Constitucional en la sentencia N.° 040-15-SEP-CC
emitida dentro del caso N.° 0519-14-EP, determinó que:

El derecho a la seguridad jurídica tiene como fundamento esencial la existencia de un
ordenamiento jurídico previamente establecido, cuya observancia y correcta aplicación
debe darse en los casos concretos por parte de las autoridades correspondientes. A
través de este derecho se busca otorgar certeza a los ciudadanos respecto a la aplicación
del derecho vigente y en cuanto al reconocimiento y previsibilidad de las situaciones
jurídicas; por lo tanto, las autoridades investidas de potestad jurisdiccional están en la
obligación de aplicar adecuadamente la Constitución y demás normas jurídicas en los
procesos sometidos a su conocimiento. En este sentido, la seguridad jurídica implica la
preexistencia de normas y constituye en sí misma la reivindicación de las disposiciones
que determinan los mecanismos judiciales establecidos como garantías de la tutela
judicial efectiva2.

En función de la jurisprudencia dictada por la Corte Constitucional, la seguridad
jurídica tutela la previsibilidad del derecho, en tanto permite que las personas ^

1Corte Constitucional del Ecuador, sentencia No. 009-16-SEP-CC dictada dentro del caso No. 1053-15-EP.
1Corte Constitucional del Ecuador, sentencia No. 040-15-SEP-CC dictada dentro del caso No. 0519-14-EP.
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conozcan con anticipación el marco jurídico que regula las diferentes situaciones.
En el caso de las autoridades judiciales, éstas se encuentran en la obligación de
resolver los procesos sometidos a su conocimiento en observancia del derecho a
la seguridad jurídica esto es, respetando en primer término la Constitución de la
República y aplicando la normativa jurídica que corresponde a cada caso
concreto.

Por lo expuesto, considerando que la decisión judicial impugnada fue dictada
dentro de la resolución del recurso de casación, la Corte Constitucional estima
necesario referirse a la naturaleza de este recurso.

Así, el recurso de casación es extraordinario y excepcional, que cuenta con
condicionamientos preestablecidos para su presentación, así como también con
disposiciones jurídicas que regulan su ámbito de análisis. La Corte
Constitucional del Ecuador en la sentencia N.° 001-13-SEP-CC determinó que:

La casación es un recurso extraordinario que fue establecido en el ordenamiento jurídico
ecuatoriano a finales del siglo anterior, cuyo objetivo principal es el de analizar sí en la
sentencia existen violaciones a la ley, ya sea por contravención expresa de su texto, por
indebida aplicación o por errónea interpretación de la misma. De esta forma, no debe
concebirse al recurso de casación como un recurso ordinario más, sino al contrario los
usuarios y operadores de justicia deben tener presente que la casación es aquel recurso
de carácter extraordinario que únicamente procede respecto de una sentencia, más no
una instancia adicional en la cual se puedan analizar temas de legalidad que ya fueron
resueltos por jueces inferiores3.

En igual sentido, la Corte Constitucional en la sentencia N.° 003-16-SEP-CC
estableció:

Por lo que, a fin de dar solución al problema jurídico planteado, la Corte Constitucional
procederá a referirse a la naturaleza del recurso de casación, el mismo que dentro del
ordenamiento infraconstitucional ecuatoriano se constituye en un recurso
"extraordinario" y excepcional, puesto que su procedencia se encuentra sujeta a lo
dispuesto en la normativa que lo regula, esto esla Ley de Casación.

Por consiguiente, el recurso de casación procede únicamente en los casos previstos en la
normativa, esto es cuando se hayan vulnerado disposiciones legales dentro de una
decisión judicial de última instancia.

En este escenario, la Corte Nacional de Justicia como el máximo órgano de
administración de justicia ordinaria, se posiciona en la encargada de conocer los
recursos de casación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 184numeral 1 de la
Constitución de la República que determina como una de las funciones de la Corte

3Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N.° 001-13-SEP-CC dictada dentro del caso N.° 1647-11-EP.
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Nacional de Justicia: "Conocer los recursos de casación, de revisión y los demás que
establezca la ley"4.

En razón de lo señalado, al momento de iniciarse el proceso contencioso
tributario se encontraba vigente la Ley de Casación, la cual establecía los
parámetros que se debían observar dentro del conocimiento del recurso de
casación, entre los cuales se incluía los condicionamientos de admisión del
recurso, así como el proceso para su sustanciación y resolución.

Dentro de la fase de resolución del recurso de casación, los jueces nacionales
tienen como ámbito de análisis la verificación de legalidad de la sentencia, sin
que sean competentes para valorar prueba o para referirse a los hechos del caso,
ya que aquello desnaturalizaría la casación como un recurso extraordinario de
impugnación limitada por la normativa jurídica.

En este sentido, corresponde a los jueces de la Corte Nacional de Justicia
garantizar que el recurso de casación cumpla con su objetivo y conserve su papel
de extraordinario, debiendo someterse a los parámetros de la rigidez legal, en
observancia de la Constitución y las normas que la regulan.

Así, los jueces de la Corte Nacional deben por una parte, vigilar que los recursos
de casación cumplan los requisitos determinados en la normativa para ser
admitidos, y una vez superada esta fase, les corresponde resolver dicho recurso
en observancia a su ámbito de estudio, el cual se constituye en el análisis de
legalidad de la decisión contra la cual se lo propone, en atención a lo señalado
por el casacionista al interponer el recurso, así como lo manifestado por las
partes al dar contestación al mismo5.

En consecuencia, los jueces nacionales deben respetar los principios procesales
como el de preclusión procesal, por medio del cual deben resolver cada fase del
recurso de casación conforme su ámbito de análisis, así como el principio
dispositivo, que establece que los jueces deben pronunciarse respecto de lo
alegado por las partes, conforme lo ha señalado la Corte Constitucional en las
sentencias Nros. 139-14-SEP-CC, 326-15-SEP-CC y 119-14-SEP-CC.

Del análisis del expediente de la Corte Nacional de Justicia, se observa que una
vez que el Servicio de Rentas Internas presentó su recurso de casación, este fue
admitido a trámite mediante auto dictado el 3 de octubre de 2012, en el cual se

4 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N.° 003-16-SEP-CC dictada dentro del caso N ° 1334-15-EP.
5 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N.° 270-16-SEP-CC dictada dentro del caso N.° 1811-13-EP.
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Con las consideraciones precedentes, esta Sala de Conjueza y Conjueces, de
conformidad con el Art. 201, número 2del Código Orgánico de la Función Judicial'y el
Art. 8 de la Ley de Casación codificada califica la admisibilidad de los Recursos de
Hecho y de Casación presentados por el economista Juan Miguel Aviles Murillo,
Director Regional del Servicio de Rentas Internas Litoral Sur por la causal primera del
Art. 3 de laLey de Casación codificada: por falta de aplicación de los Arts. 17, 68, 82 Y
91 del Código Tributario yArt. 16 de la Ley de Régimen Tributario Interno, por reunir
los requisitos formales de procedencia, legitimación, fundamentación yoportunidad...

Por lo tanto, lo enunciado anteriormente constituía el ámbito de análisis en virtud
del cual posteriormente debía referirse la Sala de lo Contencioso Tributario de la
Corte Nacional de Justicia al resolver el recurso de casación.

Ahora bien, mediante sentencia dictada el 4 de junio de 2014, la Sala de lo
Contencioso Tributario resolvió aceptar el recurso de casación interpuesto y
declarar la validez de la Resolución N.° 109012011RREC026204.

Esta decisión fue objeto de la acción extraordinaria de protección signada con el
N.° 1013-14-EP, en la cual la Corte Constitucional mediante sentencia N.° 094-
15-SEP-CC resolvió declarar la vulneración del derecho al debido proceso en la
garantía de la motivación y dejar sin efecto la decisión judicial impugnada, así
como disponer que una nueva Sala conozca y resuelva el recurso de casación.

En virtud de este escenario, la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario,
el 30 de noviembre de 2015 dictó la decisión judicial impugnada a través de esta
acción extraordinaria de protección, por lo que le corresponde a la Corte
Constitucional analizar esta decisión a fin de determinar si la misma respetó la
naturaleza del recurso de casación conforme la Corte Constitucional lo estableció
en la sentencia N.° 094-15-SEP-CC.

En el análisis de la decisión, se desprende que la Sala una vez que se refiere a los
antecedentes del caso concreto, en el considerando tercero analiza el ámbito del
recurso de casación planteado, iniciando por establecer que: "la resolución se
circunscribirá a la causal y cargos admitidos en el auto de calificación del
recurso, que obra de fojas 10 a 12 del expediente de casación".

Es decir, la Sala inicia por establecer que su ámbito de análisis serán los cargos
admitidos dentro de la fase de admisibilidad del recurso de casación. No
obstarte, la Sala señala que el recurrente fundamenta su recurso en la falta de
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aplicación de los artículos 17, 68, 82 y 91 del Código Tributario y la aplicación
indebida del artículo 10 de la Ley de Régimen Tributario Interno, sin considerar
la Sala, que la norma que fue admitida por la Sala de Conjueces es el artículo 16
de la Ley de Régimen Tributario Interno y no el artículo 10.

En el considerando cuarto, la Sala efectúa el análisis del recurso de casación,
iniciando por determinar en qué consiste la causal primera del artículo 3 de la
Ley de Casación. Mientras que en el punto 4.1.2 cita los fragmentos del recurso
de casación interpuesto por la administración tributaria, que se refieren en lo
principal al tema de la deducibilidad de gastos, respecto de lo cual la Sala precisa
lo siguiente:

El recurrente justifica la proposición de los cargos señalando que la administración
tributaria desconoció los costos y gastos que el contribuyente informaba haber
realizado, por carecer de sustancia económica; ya que como reza tanto la resolución
administrativa y el acta de determinación, el sujeto pasivo, en la fase administrativa no
pudo comprobar la realidad material de los supuestos negocios jurídicos, limitándose a
la presentación de documentos tales como facturas, retenciones en la fuente y/o
contratos celebrados con los supuestos proveedores, para soportar los gastos cuya
existencia material fue desvirtuada por la administración tributaria, en base al ejercicio
de control y verificación de las obligaciones tributarias...

Mediante esta precisión, la Sala establece que le corresponde determinar si en
consecuencia eran aplicables o no las normas impugnadas, esto es, si es aplicable
al caso el principio de la "verdadera esencia" consagrado en el artículo 17 del
Código Tributario, así como si el tribunal paso por alto la facultad determinadora
de la administración tributaria, y si en la sentencia no se tomó en cuenta las
facultades que le conceden a la administración tributaria el artículo 91 del
Código Tributario para efectuar la determinación directa de la obligación
tributaria que debe realizar el contribuyente.

En tal sentido, en cuanto a la falta de aplicación del artículo 17 del Código
Tributario, la Sala cita esta norma que en lo principal se refiere a la calificación
del hecho generador, donde se determina que cuando el hecho generador consista
en un acto jurídico, se calificará conforme a su verdadera esencia y naturaleza
jurídica, mientras que cuando se delimite a conceptos económicos, el criterio
para calificarlo tendrá en cuenta las situaciones o relaciones económicas que
efectivamente existan.

La Sala alega que la administración tributaria, sostiene que en la sentencia no se
tiene en cuenta la sustancia económica de costos y gastos, por lo que la Sala
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analiza el alcance del artículo 17señalando que la norma autoriza a que se tenga
en cuenta "la verdadera esencia y naturaleza jurídica" al establecer la existencia
del hecho generador, consagrando el principio conocido en la doctrina con
diversos nombres como "el de esencia", así respecto de la norma referida
determina lo siguiente:

Ello implica que el legislador consideró que el hecho generador era susceptible de ser
apreciado o determinado: a) conforme a su verdadera esencia y naturaleza jurídica
cualquiera que sea la forma elegida o la denominación utilizada por los interesados:
actos jurídicos que no son lo que parecen; y, b) teniendo en cuenta las situaciones o
relaciones económicas que efectivamente existan o se establezcan por los interesados,
con independencia de las formas jurídicas que se utilicen: actos jurídicos que no parecen
lo que son.

Por lo que a criterio de la Sala es una garantía de doble vía, señalando que: "En
la especie, es la administración tributaria la que declara haber aplicado este
principio en el proceso de determinación materia de la presente Litis y cuestiona
al tribunal haberlo ignorado", a partir de lo cual define el concepto de un acto
jurídico, así mismo se refiere a la esencia y naturaleza jurídica, y al respecto
concluye que: "Así, la aplicación del Art. 17 del Código Tributario, demanda
tanto de la administración tributaria como de los tribunales de instancia
transcender las formas de los actos jurídicos sometidos a su conocimiento, para
alcanzar la verdad. Para ello, como no podría ser de otra manera, el propio
código, consigna las herramientas normativas que auxilian a la administración
tributaria en este cometido".

No obstante, la Sala precisa que de la lectura de la sentencia verifica que pese a
que la norma fue invocada por la administración tributaria, al contestar la
demanda, el tribunal de instancia elude pronunciarse sobre su contenido y
principalmente sobre el principio de esencia alegado y en su lugar trata de reducir
el análisis y concretar su decisión a que la autoridad tributaria no habría
precisado los requisitos faltantes a la documentación presentada por la empresa
accionante para rechazar la deducibilidad de gastos, cuando la razón de ser de las
glosas no es la ausencia de cumplimiento de requisitos, sino la falta de esencia.

En la conclusión emitida por la Sala se desprende, que no determina si la
deducibilidad de gastos es un acto jurídico o un concepto económico, y por tanto
cuál de las dos soluciones que plantea el artículo 17 del Código Tributario debe
aplicarse. Adicionalmente, la Sala señala que el tribunal de instancia ni siquiera
mencionó al artículo 17, no obstante, su argumentación es contradictoria ya que
conforme la misma Sala señala, el tribunal analizó si la deducibilidad cumplió
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con los requisitos previstos en la normativa jurídica, lo cual significa calificar la
naturaleza jurídica del acto jurídico conforme el mencionado artículo lo
determina.

Ahora bien, a continuación, la Sala se refiere al artículo 68 del Código
Tributario, para lo cual procede a citar la norma y establece que esta facultad es
la capacidad del Estado de verificar las declaraciones de impuesto del
contribuyente, y para ello la norma alude explícitamente la "composición del
tributo". No obstante, la Sala sin explicar si la norma fue aplicada o no en la
sentencia se limita a señalar que: "Este cargo, tal como está planteado deviene en
complementario del anterior y por tanto su suerte está atada a la del cargo
principal".

Es decir, los jueces nacionales no se pronunciaron respecto de este cargo, como
era su obligación hacerlo en función del principio dispositivo, ya que únicamente
se limitan a señalar que este cargo guarda relación con el artículo 17 sin explicar
las razones de esta relación, ni mucho menos analizar o determinar si fue
aplicado o no en la decisión.

Lo mismo sucede con los artículos 82 y 91 del Código Tributario, análisis dentro
del cual, la Sala se limita a transcribirlos, lo que en lo principal determina la
presunción del acto administrativo, así como también se refieren a la
determinación directa efectuada por la administración tributaria. Así, respecto del
artículo 82 la Sala señala que:

4.3.1.1. La parte recurrente, en el acápite 5.1., dedicado a la fundamentación de los
cargos por la causal primera no ahonda en su justificación, pero afirma que el tribunal
de instancia, al no darle validez legal a las actuaciones administrativas habría incurrido
en la falta de aplicación de esta norma.

4.3.1.2. La presunción consagrada en esta norma es de aquellas que en doctrina se
conoce como iuris tantum, y teniendo esta naturaleza, admite prueba en contrario, por lo
tanto, su análisis entrañaría necesariamente una revisión de la valoración de la prueba
efectuada por el tribunal de instancia, que es improcedente; además, la impugnación
tiene carácter general, por lo que el cargo deviene en improcedente.

Es decir, la Sala considera que la fundamentación del recurrente es limitada, y
contradictoriamente determina que el accionante alega que el tribunal al no darle
validez legal a las actuaciones administrativas habría incurrido en falta de
aplicación de la norma, por lo que a su criterio analizar lo señalado por el
accionante llevaría a la Sala a valorar la prueba.
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Al respecto, la Corte Constitucional debe señalar que la Sala dentro de la fase de
resolución del recurso de casación no puede analizar la fundamentación del
recurso a efectos de calificar si hubo justificación o no en el mismo, ya que
aquello es una facultad reservada a la fase de admisibilidad del recurso. De igual
forma, se evidencia que la Sala determina que la argumentación del accionante
implicaría valorar la prueba, lo cual no lo justifica con el análisis
correspondiente.

En el caso concreto, tal como fue señalado, la norma referida fue admitida por la
Sala de Conjueces, por lo que la misma debió analizar y resolver el recurso de
casación en función del ámbito de análisis que correspondía, esto es la
verificación de la aplicación normativa en la sentencia.

En cuanto al artículo 91 del Código Tributario que se refiere a la determinación
directa, la Sala se cuestiona entre otras cosas el sentido que tendría que la ley
establezca la facultad de calificar la esencia o verdadera naturaleza de los actos
jurídicos, para efectos impositivos sino se le confiere facultad determinadora, yal
respecto determina: "De aceptarse el análisis del tribunal de instancia, se estaría
restringiendo antijurídicamente la facultad determinadora de la autoridad
tributaria, limitándola al papel de registradora de información". No obstante, esta
conclusión ño se sustenta en el ámbito de análisis que correspondería dada la
naturaleza del recurso de casación.

Acontinuación, la Sala analiza el "primer inciso ynúmero 1del art. 10 de la Ley
de Régimen Tributario Interno", sin embargo, este cargo no fue admitido dentro
de la fase de admisibilidad del recurso de casación constante a foja 11 del
expediente de la Corte Nacional de Justicia, ya que al contrario, el cargo que se
admitió fue el artículo 16 de la Ley de Régimen Tributario Interno.

Lo señalado se traduce en que la Sala se pronunció respecto de una norma que no
correspondía en tanto no fue admitida, y omite referirse al cargo que fue
aceptado. Esta actuación inobserva el principio dispositivo en virtud del cual los
jueces nacionales debían pronunciarse respecto de las normas que correspondían,
de igual forma se contradice el principio de preclusión procesal ya que la Sala
contradice lo resuelto en la fase de admisibilidad del recurso.

En función de lo expuesto, la Sala resuelve aceptar el recurso de casación
propuesto por la autoridad tributaria y confirmar lasglosas.

En virtud del análisis realizado, la Corte Constitucional evidencia que la Sala no

www.corteconstitucional.gob.ee

Av. 12 de Octubre N16-114 y pasaje Nicolás Jiménez
(frente al ~ ~

email: comunicacion(<



Caso N." 2106-15-EP Página 16 de 25

observó el ámbito de estudio que implica el recurso de casación en la fase de
resolución, puesto que contradijo los principios dispositivo y de preclusion
procesal, al no verificar la transgresión jurídica de las normas impugnadas en la
sentencia como correspondía, aduciendo que no existía la debida justificación por
una parte, y por otra analizando una norma que no fue admitida en la fase de
admisibilidad del recurso de casación.

Por las consideraciones esgrimidas, la decisión judicial impugnada al no respetar
el ámbito de análisis del recurso de casación, vulneró el derecho constitucional a
la seguridad jurídica consagrado en el artículo 82 de la Constitución de la
República.

2. La decisión impugnada ¿vulneró el derecho constitucional al debido
proceso en la garantía de la motivación previsto en el artículo 76 numeral 7
literal I de la Constitución de la República?

La accionante en su demanda de acción extraordinaria de protección manifiesta
lo siguiente:

La Resolución impugnada no es motivada, en razón de que conforme se desprende del
Art. 76 número 7, letra 1) de la Constitución y Art. 130 numeral 4 del Código Orgánico
de la Función Judicial, una motivación no es suficiente con la enumeración de los
antecedentes de hecho y de los Fundamentos de Derecho [...] Esto no se evidencia en la
resolución que impugno, pues la reclamación contenidaen el Recurso de Casación y los
hechos actuados por el Servicio de Rentas Internas no se [sic] ajustan a las normas del
DEBIDO PROCESO en DERECHO, limitándose a exponer que se ha aplicado
indebidamente el hecho generador...

El derecho al debido proceso en la garantía de la motivación se encuentra
consagrado en el artículo 76 numeral 7 literal1de la Constitución de la República
que determina:

Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá motivación si
en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no se
explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Los actos
administrativos, resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente motivados se
considerarán nulos. Las servidoras o servidores responsables serán sancionados.

El derecho constitucional al debido proceso en la garantía de la motivación se
constituye dentro del modelo constitucional vigente como un derecho de
sustancial importancia, ya que permite que las personas conozcan el contenido de
las resoluciones públicas a efectos de que puedan ejercer sus derechos, lo cual no
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solo evita la arbitrariedad, sino que además permite la transparencia en el actuar
público.

La Corte Constitucional del Ecuador respecto de este derecho en la sentencia N°
095-14-SEP-CC estableció:

De acuerdo con el enunciado constitucional, la obligación de motivar se satisface
mínimamente por la enunciación de las disposiciones utilizadas como fundamento para
la decisión; el sentido prescriptivo extraído por medio de la inteipretación jurídica de las
mismas; la determinación de los hechos sobre los que se resolverá, y además, el
ejercicio lógico de adecuación de las normas a dichos hechos. Sin embargo, como bien
ha señalado la Corte Constitucional en repetidas ocasiones, la obligación no únicamente
se refiere a la estructura del argumento, sino también a condiciones intrínsecas de
este6...

En este escenario, la Corte Constitucional en su jurisprudencia ha establecido que
para que una decisión se considere motivada debe cumplir tres requisitos, los
cuales son: razonabilidad, lógica y comprensibilidad, así en la sentencia N.° 278-
16-SEP-CC, dictada dentro del caso N.° 1756-14-EP, determinó:

En consecuencia de lo señalado, a efectos de que una decisión se considere como
(debidamente motivada, la Corte Constitucional ha establecido que debe cumplir tres
requisitos a saber: razonabilidad, lógica y comprensibilidad. La razonabilidad, consiste
en que ladecisión sefundamente en disposiciones constitucionales y en elordenamiento
jurídico vigente ycorrespondiente a cada caso concreto; la lógica por su parte, implica
que la sentencia contenga las premisas necesarias y adecuadas para resolver un caso
concreto, las cuales deben ser formuladas de forma sistemática, de tal forma que
guarden relación directa con la decisión final a la cual se arriba; y finalmente, la
comprensibilidad se entiende como la necesidad de que la decisión se redacte a partir
del empleo de un lenguaje claro, así como a través de ideas sencillas que permitan el
entendimiento de su contenido a las partes procesales yal auditorio social en general7.

Siendo así, la Corte Constitucional procederá a analizar la decisión judicial
impugnada, a efectos de verificar si cumple con los requisitos de razonabilidad,
lógica y comprensibilidad.

Razonabilidad

Del análisis sobre el cumplimiento del requisito de razonabilidad, se desprende
que la Sala en el punto dos establece su competencia para conocer y resolver el
recurso de casación propuesto de conformidad con los artículos 184 numeral 1 dé

6Corte Constitucional del Ecuador, sentencia No. 095-14-SEP-CC dictada dentro del caso N.° 2230-U-EP.
Corte Constitucional del Ecuador, sentencia No. 278-16-SEP-CC dictada dentro del caso N.° 1756-14-EP.
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la Constitución de la República; 185 y 201 numeral 1 del Código Orgánico de la
Función Judicial, además de determinar que se encuentra debidamente
conformada en virtud de las resoluciones del Pleno del Consejo de la Judicatura
Nros. 01-2015 y 02-2015 del 28 de enero de 2015 y publicadas en el Registro
Oficial N.° 445 del 25 de febrero de 2015; mediante las cuales se renovó
parcialmente la Corte Nacional de Justicia.

Por su parte, en el considerando primero, la Sala declara la validez del proceso,
mientras que en el considerando segundo para referirse a la naturaleza del recurso
de casación cita al artículo 185 del Código Orgánico de la Función Judicial, así
como el artículo 309 del Código Orgánico Tributario, y menciona a la Ley de
Casación. A continuación, cita el artículo 10 del Código Orgánico de la Función
Judicial.

En el considerando tercero respecto al ámbito del recurso de casación, la Sala
enuncia la causal primera del artículo 3 de la Ley de Casación. Mientras que en
el considerando cuarto la Sala cita los artículos 17, 68, 82 y 91 del Código
Tributario, y posteriormente al primer inciso y numeral 1 del artículo 10 de la
Ley de Régimen Tributario Interno.

No obstante, la Sala no cita al artículo 16 de la Ley de Régimen Tributario
Interno, que se constituía en uno de los cargos que fue admitido en la fase de
admisibilidad del recurso de casación, y que debía ser enunciado por la Sala. Esta
situación genera que la decisión se torne en irrazonable, ya que la Sala no cita
todas las normas que correspondían dada la naturaleza del recurso de casación.

Lógica

En cuanto al requisito de la lógica, se evidencia que la sentencia inicia en el
considerando primero por referirse a los antecedentes del caso concreto,
señalando:

Viene a conocimiento de esta sala el recurso de casación interpuesto por el economista
Juan Miguel Aviles Murillo, director regional Litoral Sur del Servicio de Rentas
Internas, contra la sentencia dictada el 27 de abril de 2012, por la Segunda Sala
Temporal del Tribunal Distrital de lo Fiscal nro. 2, con sede en Guayaquil, que "declara
parcialmente con lugar la demanda de impugnación en contra de la Resolución
Administrativa No. 109012011RREC026204 de fecha 5 de octubre del 2011

relacionada con el Impuesto a la Renta del año 2007 dictada por parte del Director
Regional del Servicio de Rentas Internas del Litoral Sur...
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Posterior a referirse a todos los antecedentes del caso concreto, la Sala en el
considerando segundo establece su jurisdicción y competencia.

Por su parte, en el considerando primero la Sala declara la validez procesal,
mientras que en el considerando segundo se refiere a la naturaleza del recurso de
casación, respecto del cual determina:

2.1. El art. 185 del Código Orgánico de la Función Judicial, en su segunda parte,
atribuye competencia a la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario para conocer
los recursos de casación en materia tributaria, incluso la aduanera. A su vez, el art. 309
del Código Orgánico Tributario prevé queel recurso de casación en materia tributaria se
debe tramitar con sujeción a lo dispuesto en la Ley de Casación.

2.2. El art. 10 del Código Orgánico de la Función Judicial establece el principio de
unidad jurisdiccional y gradualidad, en función del cual, "la administración de justicia
ordinaria se desarrolla por instancias o grados. La casación y la revisión no constituyen
instancia ni grado de los procesos, sino recursos extraordinarios de control de la
legalidad y del error judicial en los fallos de instancia".

2.3. Tanto la jurisprudencia nacional como la doctrina, son concordantes respecto al
carácter extraordinario, formal, restrictivo y concreto de la casación, como medio de
impugnación judicial.

Ahora bien, una vez que la Sala se refirió a la naturaleza de la casación como un
recurso extraordinario y formal, en el considerando tercero analiza el ámbito de
este recurso, iniciando por señalar que el análisis del mismo se contrae
exclusivamente a efectuar una confrontación entre los aspectos materia del
recurso de casación y la sentencia dictada por el tribunal juzgador.

En el punto 3.2 la Sala precisa de forma general que el recurrente considera que
los juzgadores de instancia desconocen los resultados del ejercicio de la facultad
determinadora de la administración tributaria, que hizo prevalecer el principio de
realidad económica, por lo que propone contra esa sentencia los siguientes
cargos:

3.2.1 Falta de aplicación de los arts. 17, 68, 82y 91 del Código Tributario; e,

3.2.2 Indebida aplicación del primer inciso y numeral 1 del art. 10 de la Ley de
Régimen Tributario Interno.

3.2.3 Concluye solicitando se case la sentencia dictada dentro de esta causa por la
Segunda Sala Temporal del Tribunal Distrital de lo Fiscal nro. 2, con sede en
Guayaquil.



Caso N.° 2106-15-EP Página 20 de 25

Sin embargo, tal como fue señalado en el auto de admisibilidad del recurso de
casación, éste fue admitido por el artículo 16 de la Ley de Régimen Tributario
Interno, más no por el artículo 10 primer inciso numeral 1 de la Ley de Casación.
Ahora bien, en el considerando cuarto, la Sala efectúa el análisis del recurso de
casación, para lo cual inicia refiriéndose a la causal primera del artículo 3 de la
Ley de Casación, y al respecto precisa:

4.1.3. El recurrente justifica la proposición de los cargos señalando que la
administración tributaria desconoció los costos y gastos que el contribuyente informaba
haber realizado, por carecer de sustancia económica; ya que como reza tanto la
resolución administrativa y el acta de determinación, el sujeto pasivo, en la fase
administrativa no pudo comprobar la realidad material de los supuestos negocios
jurídicos, limitándose a la presentación de documentos tales como facturas, retenciones
en la fuente y/o contratos celebrados con los supuestos proveedores , para soportar los
gastos cuya existencia material fue desvirtuada por la administración tributaria, en base
al ejercicio de control y verificación de las obligaciones tributarias y que producto del
cruce de información con terceros y de los documentos proporcionados por el
contribuyente se determinó de manera fehaciente que ese gasto no era imputable al
ingreso...

Ahora bien, una vez que la Sala se refirió a lo alegado por el recurrente, inicia su
análisis respecto de la falta de aplicación del artículo 17 del Código Tributario,
para lo cual cita la norma que en lo principal se refiere a la calificación del hecho
generador. En su argumentación, principalmente la Sala precisa, que la
administración tributaria alegó que en la sentencia no se tiene en cuenta la
sustancia económica de costos y gastos.

En razón de aquello, la Sala determinó que el artículo 17 autorizó que se tenga en
cuenta la verdadera esencia y naturaleza jurídica al establecer la existencia del
hecho generador, para lo cual se refirió al concepto de esencia, el cual a su
criterio persigue un objetivo concreto, mismo que consiste en evitar que a través
de la simulación de actos se reconozcan derechos o se obtengan beneficios en
general, en perjuicio de la pretensión recaudatoria del Estado, por lo que a
criterio de la Sala, el artículo 17 al establecer el concepto de calificación del
hecho generador, consideró las formas en virtud de las cuales este puede ser
apreciado o determinado.

Así, precisó que: "a) conforme a su verdadera esencia y naturaleza jurídica
cualquiera que sea la forma elegida o la denominación utilizada por los
interesados: actos jurídicos que no son lo que parecen; y, b) teniendo en cuenta
las situaciones o relaciones económicas que efectivamente existan o se
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establezcan por los interesados, con independencia de las formas jurídicas que se
utilicen: actosjurídicos que no parece lo que son".

Por lo que la Sala concluyó determinando que es una garantía de doble vía, que
está llamada por una parte, a constituirse en una herramienta de la administración
tributaria para el control del cumplimiento efectivo de las obligaciones
tributarias, y por otro, que sean las relaciones o situaciones económicas que
realmente ocurrieron las que sean consideradas en la determinación tributaria,
pero limitándolas al ámbito económico, es decir, de manera alguna, por sobre lo
previsto en la ley. En este escenario, la Sala además definió al acto jurídico, y
nuevamente se refirió a la esencia y a la naturaleza jurídica.

A partir de lo cual precisó que: "Así, la aplicación del art. 17 del Código
Tributario, demanda tanto de la administración tributaria como de los tribunales
de justicia trascender las formas de los actos jurídicos sometidos a su
conocimiento, para alcanzar la verdad. Para ello, como no podía ser de otra
manera, el propio código, consigan las herramientas normativas que auxilian a la
administración tributaria en este cometido".

Sin embargo, para arribar a esta conclusión no se evidencia que la Sala se haya
sustentado en una justificación razonada, ya que como se señaló, se evidencia
que inicia por referirse al artículo 17, posteriormente se refiere al concepto de
esencia, luego al de acto jurídico y posteriormente retoma el concepto de esencia
y naturaleza jurídica, sin que exista un hilo conductor lógico que permita
evidenciar las razones por las cuales concluyó de esa forma.

Además se desprende, que posteriormente a que la Sala emite su conclusión
respecto de la norma analizada, determina que de la lectura de la sentencia se
desprende que pese a que la norma fue invocada por la autoridad tributaria al
contestar la demanda, el tribunal de instancia elude pronunciarse sobre su
contenido y específicamente sobre el principio de esencia alegado y en su lugar
trata de reducir el análisis y concretar su decisión a que la autoridad tributaria no
habría precisado los requisitos faltantes a la documentación presentada por la
empresa accionante.

Criterio que es contradictorio, puesto que de la misma argumentación de la Sala
se desprende que si bien el tribunal no cita el artículo 17 del Código Tributario,
sin embargo, indirectamente se refiere a esta norma al analizar los requisito
legales de la documentación tributaria.
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En el punto 4.2. de la decisión, la Sala analiza el artículo 68 del Código
Tributario, para lo cual procede a citar la norma, y sin verificar si la misma fue
aplicada en la sentencia se limita en señalar que: "Este cargo, tal como está
planteado deviene en complementario del anterior y por tanto, su suerte está
atada a la del cargo principal". Es decir, la Sala para el estudio del cargo
impugnado, se limita a señalar que se debe aplicar el mismo análisis efectuado
respecto del artículo 17, lo cual es ilógico puesto que es obligación de la Sala, en
función del principio dispositivo, pronunciarse respecto de todas las normas en
que se sustentó el recurso de casación y superaron la fase de admisibilidad.

En este sentido, el análisis efectuado por la Sala respecto del artículo 68 del
Código Tributario no contiene las premisas que correspondían dada la naturaleza
del recurso de casación.

A continuación, la Sala se refiere al artículo 82 y 91 del Código Tributario, para
lo cual inicia por citar al artículo 82 del Código Tributario que se refiere a la
presunción del acto administrativo, respecto del cual la Sala precisa: "La
transcrita es una norma de carácter general y supletorio, que establece una
presunción de legalidad, vinculada con el principio de autotutela declarativa de la
administración tributaria". A continuación, la Sala determina que el recurrente no
fundamentó debidamente su recurso respecto de este cargo, no obstante, precisa
que señaló que el tribunal de instancia, al no darle validez legal a las actuaciones
administrativas habría incurrido en falta de aplicación de la norma.

Al respecto, la Sala precisa que el análisis del cargo alegado supondría
valoración probatoria, sin embargo, no emite las razones por las cuales expone
esta conclusión.

Posteriormente, se refiere al artículo 91 del Código Tributario y sin efectuar
ningún análisis determina que: "De aceptarse el análisis del tribunal, se estaría
restringiendo antijurídicamente la facultad determinadora de la autoridad
tributaria, limitándola al papel de registradora de información". Esta conclusión
se encuentra desprovista de un análisis por medio del cual se determine qué fue
lo que señaló el tribunal, para que la Sala manifieste que de aceptarse su análisis
se estarían restringiendo antijurídicamente la facultad determinadora de la
autoridad tributaria.

Es decir, la Sala emite conclusiones sin ninguna premisa y justificación que la
respalde.
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En el punto 4.3.2.3 de la decisión, la Sala concluye que: "Por lo expuesto, le
correspondía al tribunal de instancia reconocer la procedencia de la aplicación
del art. 17 del Código Tributario por parte de la administración tributaria, en la
determinación practicada, al tenor de lo dispuesto adicionalmente por los arts. 68
y 91 del Código Tributario, que son objeto de impugnación".

Como ha sido señalado, del análisis de los extractos de la decisión, se observa
que se encuentra conformada por conclusiones que no se encuentran respaldadas
en las premisas que corresponden dada la naturaleza del recurso de casación, en
tanto la Sala únicamente analiza uno de los cargos y respecto de los demás,
señala que siguen la suerte del principal.

Ahora bien, en el punto 4.4 de la sentencia, la Sala analiza la indebida aplicación
del primer inciso y numeral 1 del artículo 10 de la Ley de Régimen Tributario
Interno, no obstante, tal como fue señalado en el primer problema jurídico, esta
norma no fue admitida dentro del recurso de casación, ya que la norma que se
admitió fue el artículo 16 de la Ley de Régimen Tributario Interno, respecto de la
cual la Sala omitió pronunciarse. En función de lo señalado, la Sala resuelve
casar la sentencia recurrida.

Por las consideraciones expuestas, se evidencia que la sentencia contiene
conclusiones que no se encuentran justificadas en las premisas que eran
necesarias, en tanto no existe la debida argumentación que sostenga estas
conclusiones. Adicionalmente, se observa que la sentencia es incompleta, lo cual
incumple el principio dispositivo, puesto que no se analizan todos los cargos en
los que se sustentó el recurso de casación.

En consecuencia, la decisión al ser incompleta incumple el segundo requisito de
la motivación, esto es la lógica.

Comprensibilidad

En cuanto al requisito de comprensibilidad, se desprende que, si bien la decisión
es elaborada con un lenguaje sencillo y claro de fácil entendimiento, la ausencia
del análisis que correspondía genera que no pueda ser efectivamente entendida,
por lo que se incumple con este requisito.

En razón de lo señalado, la Corte Constitucional evidencia que la sentencia
impugnada vulneró el derecho constitucional al debido proceso en la garantía de
la motivación consagrado en el artículo 76 numeral 7 literal 1de la Constitución
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de la República.

III. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, administrando justicia constitucional y por mandato de
la Constitución de la República del Ecuador, el Pleno de la Corte Constitucional
expide la siguiente:

SENTENCIA

1. Declarar la vulneración de los derechos constitucionales a la seguridad jurídica
y al debido proceso en la garantía de la motivación.

2. Aceptar la acción extraordinaria de protección presentada.

3. Como medidas de reparación integral se dispone:

3.1 Dejar sin efecto la sentencia dictada el 30 de noviembre de 2015 a las 08:59
por la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de
Justicia dentro del recurso de casación N.° 0407-2012.

3.2 Retrotraer los efectos del proceso hasta el momento anterior a la emisión de
la sentencia dictada el 30 de noviembre del 2015 a las 08:59 por la Sala de lo
Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia dentro del recurso de

casación N.° 0407-2012.

3.3 Disponer, que previo sorteo, otros jueces de la Sala Especializada de lo
Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia, conozcan y resuelvan
sobre el recurso de casación, de conformidad con la Constitución de la
República, la ley y la aplicación integral de esta decisión constitucional, esto es
considerando la decisión o resolución, así como los argumentos centrales que
constituyen la base de la decisión y la ratio.

4. Notifíquese, publíquese y cúmplase.

Alfredó^Huiz Ouzmá

PRESIDENTE
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Razón: Siento porral, que la sentencia que antecede fue aprobada por el Pleno
de la Corte Constitucional, con nueve votos de las señoras juezas y señores
jueces: Francisco Butiñá Martínez, Pamela Martínez de Salazar, Wendy Molina
Andrade, Tatiana Ordeñana Sierra, Marien Segura Reascos, Ruth Seni
Pinoargote, Roxana Silva Chicaíza, Manuel Viteri Olvera y Alfredo Ruiz
Guzmán, en sesión del 9 de noviembre del 2016. Lo certifico.

IPCH/jzj

www.corteconstitucional.qob.ee

írríe Pozó Ch/ám
BETARIO G]
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RAZÓN.- Siento por tal, que la sentencia que antecede fue suscrita por el señor
Alfredo Ruiz Guzmán, presidente de laCorte Constitucional, el día viernes 25 de
noviembre del dos mil dieciséis.- Lo certifico.

JPCH/JDN
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RAZÓN.- Siento por tal que, en la ciudad de Quito, a los veinticinco días del
mes de noviembre de dos mil dieciséis, se notificó con copia certificada de la
Sentencia Nro. 355-16-SEP-CC de 09 de noviembre del 2016, a los señores
Tanya Elizabeth López Quezada, representante de la Compañía Importadora de
Vehículos y Repuestos S.A., IMVERESA, en la casilla constitucional 967, así
como también en la casilla judicial 4040, y a través de los correos electrónicos:
almeidacorderoabogados@hotmail.com; danielprofesion@hotmail.com:; al
Director Regional del Servicio de Rentas Internas Litoral Sur, en la casilla
constitucional 052, así como también en la casilla judicial 568, y a través del
correo electrónico: jurídico rls(g),sri.gob.ec; a Francisco Falquez Cobo, Director
Regional 1 de la Procuraduría General del Estado, en la casilla constitucional
018, y a través de los correos electrónicos: notificacionesdrl@pge.gob.ec;
fcofalquez@hotmail.com. Además, a los veintiocho días del mes de noviembre
se notificó a los señores: Jueces de la Sala Especializada de lo Contencioso
Tributario de la Corte Nacional de Justicia, mediante oficio Nro. 6067-CCE-SG-
NOT-2016, a quien además de devolvió los expedientes originales Nros. 09502-
2011-0146; y 17751-2012-0407; conforme constan de los documentos adjuntos.-
Lo certifico.-

JPCh/LFJ

¿/
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Quito D. M., 28 de Noviembre del 2016
Oficio Nro. 6067-CCE-SG-NOT-2016

Señores

JUECES DE LA SALA ESPECIALIZADA DE LO CONTENCIOSO
TRIBUTARIO DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA

Ciudad.-

De mi consideración:

Para los fines legales pertinentes, remito copia certificada de la Sentencia Nro. 355-
16-SEP-CC de 09 de noviembre de 2016, emitida dentro de la acción extraordinaria
de protección Nro. 2106-15-EP, presentada por Tanya Elizabeth López Quezada,
representante de la Compañía Importadora de Vehículos y Repuestos S.A.,
IMVERESA. A la vez devuelvo el expediente original Nro. 17751-2012-0407,
constante en 01 cuerpo con 078 fojas útiles de su instancia. A fin de que se dé
cumplimiento a lo dispuesto en la sentencia, devuelvo el expediente Nro. 09502-
2011-0146, constante en 10 cuerpos con 968 fojas útiles correspondientes a la Sala
Única del Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario Nro. 2 de Guayaquil,
particular que deberá ser informado a dicha judicatura.

Atentamente,

Chamorro ;

Sectario General L

exo: lo indicado
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